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938 RESOLUCION de 16 de diciembre de 1981, de la 
Dirección General de ios Registros y del Nota­
riado, en el recurso gubernativo interpuesto por el 
Notario de Benidorm don José Luis Ruiz Mesa 
contra la negativa del Registrador mercantil de 
Alicante a inscribir una escritura de constitución 
de Sociedad de responsabilidad limitada.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario deBe- 
nidorm don José Luis Ruiz Mesa contra la negativa de aquel 
funcionarlo a inscribir una escritura de constitución de Sociedad 
de responsabilidad ilimitada;

Resultando que, por escritura autorizada el día 14 de abril de 
1980 ante el Notario de Benidorm don José Luis Riiiz Mesa, los 
socios don Francisco Sanz Cerda y don Andrés Guijarro Sevilla 
procedieron a la constitución de una Sociedad de responsabilidad 
limitada denominada «Bensol Cars, S. L.»; que de ios Estatutos 
que forman parte de esta escritura resulta: «Artículo do6. -El 
objeto de la Sociedad será el alquiler de toda cíese de vehículos, 
y automóviles, la compraventa de los mismos, el lavado y engra­
se de vehículos y, en general, cuantas sean antecedentes, conco­
mitantes y consecuentes y estén con tales actividades íntima 
o directamente relacionadas.» «Artículo seis. La administra­
ción de la Sociedad, tanto en el orden interno como en el exter­
no, y la representación de la misma, así como el uso dé 1¿ firma 
social, estará a carg0 de un Director-Gerente, quien tendrá las 
más amplias facultades en orden a la representación.— ... podrá 
girar, aceptar, librar, endosar, avalar e indicar letras de cam­
bio.— .„ limitaciones: para otorgar la compra o venta de vehícu­
los, así como para girar, aceptar, librar, endosar, avalar e indi­
car letras de cambio, o firmar cheques o talones, se necesitarán 
la firma mancomunada del Director-Gerente y otros socios»;

Resultando que, presentada copia de la anterior escritura en 
el Registro Mercantil de Alicante, fue calificada con la siguiente 
nota: «Denegada la inscripción de la precedente. escritura por 
cuanto las limitaciones que se imponen al Director-Gerente para 
realizár determinados actos e nel artículo 8.° de los Estatutos, 
es contraria al artículo 11 de .la Ley de 17 de julio de 1953, 
ya que tales actos entran dentro del giro y tráfico de la Socie­
dad., Se ha obtenido la conformidad dei cotitulár de esta oficina 
para la extensión de esta nota de calificación. Alicante, 10 de 
julio de 1981»;

Resultando que por el Notario autorizante de la escritura, don 
José Luis Ruiz Mesa, se interpuso recurso contra la anterior 
calificación y alegó: que el artículo 11 de la Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada —citado en la nota de calificación 
como fundamento legal— lo que dispone es que la administra­
ción de ]a Sociedad se encomendará a una o más personas, so­
cios o no, quienes la representarán en todos los asuntos relativos 
al giro o tráfico de lá misma, pretendiendo con tal disposición 
el que la administración social no quede vacía, y sin que ello 
suponga que deba conferirse a una sola persona; que aJ admi­
tirse que la administración pueda encomendarse a una o más 
personas, la limitación.impuesta al Director-Gerente para deter­
minados actos no debe entenderse como tal, sino como una 
especie de coadministración entre el Director-Gerente y el otro 
socio-, que en el presente supuesto estamos en presencia de una 
Sociedad compuesta únicamente por dos socios en donde el 
«intuito personae» se ha tenido en consideración; que la limita­
ción impuesta en el artículo 6." de los Estatutos sociales no es 
a la que se. refiere el inciso segündo del artículo 11 de la Ley, 
que estima ineficaz frente a terceros cualquier limitación de las 
facultades representativas de los administradores, sino que se 
trata simplemente de una coadministración; que la terminología 
que normalmente se emplea para designar a los encargados de 
la administración social es ambigua, y así se emplean los térmi­
nos de Director-Gerente, Administrador, Consejero-Delegado, y 
sin que ninguna de estas expresiones suponga el monopolio de 
la administración social; que la resolución de 20 de lulio de 1900 
declaró inscribible la escritura en que, sin' limitar ¡as faculta­
des legales típicas de los administradores dentro del campo 
del objeto social, se establezca estatutariamente la forma en 
que se hará uso de la firma 60cial;

Resultando que el Registrador mercantil acordó mantener la 
nota de calificación, alegando: que el artículo 11 de la Ley de . 
Sociedades de Responsabilidad Limitada dispone la existenc'a de 
un órgano de administración y representación dé la Sociedad, 
y que en la escritura fundacional debe hacerse constar no só’o 
lá estructura y funcionamiento del órgano, sino también se de­
signarán las personas que hayan de formar el mismo; que los 
socios fundadores gozan de un amplio margen en la regulación 
del órgano administrativo, aunque si bien han de ser respetados 
ciertos límites, como son el que en al Registro ha de refle­
jarse una regulación clara y exenta de ambigüedades —tal y 
como señaló la resolución de 18 de junio de 1980— y el contenido 
mínimo de las facultades, que se han de conceder a los Admi­
nistradores, según el artículo 11 de la Ley, 128, B.°, de! Regla­
mento del Registro Mercantil y resolución de 24 de abril de 1980-, 
que con el térnvno de Director-Gerente Se designa unas veces 
a su propio Administrador, cuyas facultades derivan directa­
mente de la Ley y de los Estatutos sociales, y otras veces so 
designa con este nombre a un empleado de la Sociedad cuyas 
facultados se miden exclusivamente por la amplitud de ■ los 
poderes conferidos- que en el supuesto de la escritura cali­
ficada, los términos en que se expresa el artítulo 6 de los 
Estatutos nos revela que estamos en presencia de un propio 
Administrador al que le será de aplicación el artículo 11 de la 
Ley; que, en consecuencia, las limitaciones impuestas al Direc­

tor-Gerente de necesitar la firma de otro socio, tanto para reali­
zar la compraventa da vehículo como para librar, aceptar, 
endosar o avalar letras de cambio, privan al Administrador de 
realizar operaciones típicas del giro y tráfico de la Empresa; 
que la argumentación d«l Notario recurrente relativa a la crea­
ción de una coadmimstración no puede sostenerse por dos razo­
nes: 1.*, porque no se acomoda a los términos con que se 
confiere la administración y representación de la Sociedad al 
Director-Gerente, o en su caso había que admitir que el artícu­
lo. estatutario es contradictorio, y 2.a, la admisión de este ' 
argumento supondría desconocer el artículo 7, 8.°, de lá Ley y 
el artículo 120, 8.°, del Reglamento del Registro Mercantil, que 
imponen la designación nominal de las personas que ejerzan la 
administración; que aunque actualmente la Sociedad esté inte­
grada sólo por dos socios, no debe olvidarse que los Estatutos 
deben regir la vida social no sólo en el momento inicial, sino 
de una manera indefinida, a pesar de los cambios que el ente 
social' pueda sufrir;

Vistos los artículos 7-8.° y 11 de la Ley de Sociedades de Res­
ponsabilidad Limitada de 17 de julio de 1953, 120-8.° y disposición 
adicional cuarta del Reglamento del Registro Mercantil de 
14 de diciembre de 1956;

Considerando que en e6te recurso se plantea la cuestión de 
si es inscribible la cláusula estatutaria que limita las faculta­
des del único Administrador de la Sociedad en cuanto a una 
serie de actos comprendidos dentro del objeto social, ya que 
para que pueda otorgarlos se necesitará la firma mancomunada» 
del propio Administrador y de otro socio;

Considerando que a diferencia de las Sociedades personalis­
tas, o socio de una Sociedad de responsabilidad limitada no 
es un administrador nato de la Sociedad, según se deduce del 
artículo 11 de la Ley de 17 de julio de 1953, cuando señala que 
podrán serlo tanto lo ssocios como los que no lo son, lo que, 
unido a que la Ley no establece lá forma que ha de adoptar 
el órgano administrativo, permite que los interesados puedan 
pactar la forma de actuar de este órgano, ya sea unipersonal­
mente —como sucede en el presente' expediente— o' pluripersonal- 
mente, y en este segundo caso poderla organizar en forma cole­
giada, o bien establecer que los administradores hayan de ac­
tuar mancomunadamente para todos los asuntos o sólo para los 
expresamente pactados, o bien por último pueda pactarse que 
los Administradores actúen1 en forma indistinta;

Considerando que característica esencial de estas facultades 
representativas a los Administradores es la ineficacia, contra 
terceros de cualquier limitación a todo lo que se encuentre 
comprendido dentro de los asuntos del giro o tráfico de la 
Sociedad, según establece el artículo 11 de la Ley, ineficacia 
que se manifiesta, pues, en el ámbito exclusivamente externo de 
las relaciones con tercero, pero que no afecta a la validez 
de la cláusula en su aspecto interno de relaciones entre los 
socios; ^

Considerando que, a diferencia del supuesto de hecho 
que motivó la resolución de 20 de julio de 1966, que declaró 
la inscripción de la cláusula estatutaria que preveía la forma 
en que se haría uso de la firma social entre los varios Adminis­
tradores designados, en el presente caso se trata de un solo 
Administrador que encuentra limitadas sus facultades en cuanto 
a actos claramente comprendidos dentro del giro y tráfico de la 
Empresa al requerirse además de su firma le de otra persona 
que no es Administrador de la Sociedad, sin que quepa enten­
der, como pretende el Notario recurrente, que lo pactado en los 
Estatutos es en realidad una coadministración para ios actos de 
mayor importancia, encomendándose lo6 de escasa trascenden­
cia al único Administrador designado, ya que entonces debería 
haberse -nombrado a esta segunda persona también Administra­
dor1. tal como lo exige el artículo 7, 8.°, de la Ley;

Considerando por último que las limitaciones indicadas, y 
que aparecen establecidas en el último párrafo del artículo 6." 
de los Estatutos sociales, ño impiden la inscripción de la escri­
tura calificada, si de acuerdo con ]a disposición adicional cuarta 
del Reglamento del Registro Mercantil se solicita la aplicación 
del artículo ^34, 2.° y 3.° del Reglamento Hipotecario,

Esta Dirección General ha acordado confirmar el acuerdo y 
la nota del Registrador,

Lo que, con devolución del expediente original, comunica a 
V. S. para su conocimiento y efectos.

Dios guarde a V. S. muchos años.
Madrid, 18 de diciembre de 1981.—El Director general, Fer­

nando Marco Baró.
Sr. Registrador de Alicante.

MINISTERIO DE HACIENDA

939 ORDEN de 15 de diciembre de 1981 sobre inter­
vención forzosa de la Entidad «El Porvenir de 
los Hijos, S. A.», y nombramiento de Interventor 
del Estado en la misma. 

limo. Sr.; De acta de inspección levantada en 24 de julio 
pasado a la Entidad «El Porvenir de los Hijos, S. A.», resultan
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incumplimientos de lo dispuesto en . el articulo 22 de la Ley 
de Seguros Privados de 16 de ^diciembre de 1954 y en el artícu­
lo 14 del Real Decreto 1341/1978, de 2 de julio.

Por Resolución de esta Dirección General de 28 de sep­
tiembre pasado, y como consecuencia de los incumplimientos 
de referencia, se acordó la incoación de expediente sanciona- 
dor, que finalizó con propuesta del Instructor de intervención 
forzosá de* dicha Entidad, propuesta con la que se confor­
mó V. I. en fecha 10 de los corrientes.

En su virtud, éste Ministerio, a la vista de la documen­
tación obrante sobre el particular en esta Dirección General, 
así como de lo dispuesto en el artículo 47 en relación con el 
49 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, y a propuesta de V. I., 
ha dispuesto:

Primero.—La intervención forzosa de la Entidad «El Porvenir 
de los Hijos, S. A.», y

Segundo.—La designación de don Antonio José Fernández 
Ruiz Inspector del Cuerpo Técnico de Seguros y Ahorro, para 
el cargo de Interventor del Estado en la referida Entidad, 
con las facultades que al efecto señala el ordenamiento vigente.

Lo que comunico a V. I. para su conocim-ento y efectos 
consiguientes

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 15 de diciembre de 1961—P. D., e! Subsecretario de 

|Presupuesto y Gasto Público, José Miguel Bravo de Laguna 
Bermúdez.

limo. St. Director general de Seguros.

M° DE OBRAS PUBLICAS 
Y URBANISMO

940 RESOLUCION de 15 de diciembre de 1981, de la 
Delegación Provincial de Huelva, por la que se 
señalan fechas para el levantamiento de las actas 
previas a la ocupación de las fincas afectadas por 
la obra: 1-H-291. «Acondicionamiento de la CN-435, 
de Badajoz y Zafra a Huelva, p. k.. 79,400 al 96,000. 
Tramo: El Patrás-Jabugo. Provincia de Huelva».

Por Resolución de la Dirección General de Carreteras de 
fecha 8 de mayo de 1981 se ordenó la iniciación del expediente 
de expropiación de la obra: l-H-291. «Acondicionamiento de la 
CN-435, de Badajoz y Zafra a Huelva, p. k. 78,400 al 96,000. 
Tramo: El Patrás-Jabugo. Provincia de Huelva», cuyo proyecto 
fue aprobado el 20 de abril de 1981.

El acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros el día 2 
de octubre de 1981 se declara de urgencia, a efectos de apli­
cación del procedimiento que regula el artículo 52 de la vi­
gente Ley de Expropiación Forzosa y 56 y siguientes de su Re­
glamento, la ocupación de los bienes y derechos afectados de 
expropiación del citado proyecto.

A tal efecto, esta Delegación ha resuelto convocar a los 
propietarios afectados que figuran en la relación para que 
comparezcan en tos Ayuntamientos de Santa Ana la Real, Al- 
monaster la Real y Jabugo, al objeto de trasladarse al propio 
terreno, si es necesario, para proceder al levantamiento de' las 
actas previas a la ocupación de las fincas afectadas, con arre­
glo a las siguientes fechas y horarios:

Día 28 de enero de 1982, a las diez horas, en el Ayuntamien­
to de Santa Ana la Real. Fincas números 54 al 103, ambas in­
clusive.

Día 4 de febrero de 1982, a las diez horas, en el Ayunta­
miento de Almonaster la ReM. Fincas números loi al 142, am­
bas inclusive.

Día 11 de febrero de 1982, a las diez horas, en el Ayunta- 
mi e¡*to de Jabugo. Fincas números 143 al 187, ambas inclu­
sive.

A dicho acto deberán asistir los interesados personalmente 
o por medio de apoderado notarial, ■ para actuar en su nom­
bre, aportando los documentos regístrales acreditativos de su 
titularidad y los recibos de los dos últimos años de la contri­
bución, pudiendo hacerse acompañar, si lo estiman oportuno 
y a su costa, de Perito o Notario,

Los interesados, así como las personas que siendo titulares 
de derechos o intereses directos sobre los bienes afectados que 
se hayan podido omitir en la relación, podrán formular ale­
gaciones por escrito en el plazo de quince días ante esta De­
legación Provincial, Sección de Contratación y- Expropiaciones, 
en cumplimiento de lo establecido en el artículo 17, l.°, del 
Reglamento, con objeto de subsanar posibles errores padecidos 
al relacionar los bienes afectados por la urgente ocupación.

• Huelva, 15 de diciembre de 1981.—El Delegado provincial, 
P. D., el Secretario general, Carmen Yolanda Sanjuán Gómez. 
338-E.


